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PRESIDE: — Señor Representante Diego Cánepa (ad hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Nelson Rodríguez Servetto, Javier Salsamendi y 
Jorge Zás Fernández. 


INVITADO: Señor profesor contador Federico Heuer. 


SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc) (Cánepa).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión agradece enormemente y tiene el agrado de recibir al profesor contador Heuer, catedrático de la 
Universidad Católica y de la Universidad de Montevideo, para conocer su opinión respecto del proyecto de 
Declaración Judicial del Concurso y Reorganización Empresarial. 


Pedimos disculpas por la demora en el comienzo de la sesión y por lo raleada que está la Comisión, por 
razones que escapan a esta Presidencia. Dejo constancia de que el Presidente de la Comisión tiene un fuerte 
estado gripal, lo que le impide estar presente. 


La opinión del profesor es muy importante porque constará en la versión taquigráfica y servirá para el trabajo 
de esta Comisión cuando inicie la votación de este proyecto en la próxima sesión. 


SEÑOR HEUER.- Es un honor estar en la Comisión, y agradezco la invitación. 


Lamento que no esté presente el Presidente de la Comisión, con quien hablé anteriormente; de todos modos 
comprendo que se trata de causas de fuerza mayor. 


En su momento había trasmitido al señor Diputado Ortuño que era importante que los contadores o los 
profesionales de las ciencias económicas tuviéramos una participación más activa porque, más allá de que 


todos pudimos opinar en su oportunidad, la elaboración final del proyecto fue orientada por juristas, con 
quienes me siento muy cómodo trabajando, pero con quienes, obviamente, tenemos asimetrías en la forma de 
ver las cosas y en los términos que usamos. Esta realidad nos ha llevado a golpearnos en la vida profesional 
durante muchos años. 


El proyecto que está considerando la Comisión -que me parece muy importante- está reformando algo que 
viene de 1856, del siglo XIX. Es decir, se están tocando legislaciones muy viejas, que fueron modificadas a 
fines del siglo XIX, con la Ley de Sociedades Anónimas, que se originó en una crisis bancaria -como siempre 
sucede en este país, las leyes son motivadas por situaciones de crisis y urgencia, en vez de hacerlas con el 
tiempo necesario, como lo están haciendo ustedes ahora-, luego en los primeros años del siglo XX y, por 
último, durante el Gobierno del doctor Batlle, con la Ley_N* 17.292 que, si bien mejoró algo, en realidad fue 
un pequeño parche porque no tocó lo sustancial. También hubo otro proyecto de ley que, creo, es la base de 
esta iniciativa que está considerando la Comisión. Estamos en el siglo XXI, y evidentemente han cambiado 
muchas cosas. 


Es bastante reconocido que los sistemas capitalistas tienen, como lo señalan las teorías tradicionales en la 
materia, sus ciclos económicos de altas y bajas, donde se producen las crisis empresariales o a veces de toda 
la sociedad. Obviamente, algún día se producirá una crisis, pero no estamos en un momento de urgencia. No 
sé la urgencia política que tienen los legisladores, pero desde el punto de vista técnico me parece que el país 
está viviendo cierta bonanza, ya que no tiene crisis empresariales, y la realidad concursal actual indica que la 
cantidad de concursos existentes es mínima. Es decir, no estamos en una situación apremiante, lo cual, salvo 
otras razones -supongo que el Ministerio de Economía y Finanzas tendrá su urgencia y ustedes las suyas-, 
teniendo en cuenta que es una reforma tan profunda, me parece que vale la pena meditarla y reflexionarla 
muy bien porque modifica todo y genera nuevas formas que son muy comunes en otros países y que en 
Uruguay no lo eran como, por ejemplo, el "cram-down", que es una forma de liquidación de conjuntos 
económicos, que no es fácil encarar. La experiencia argentina en la materia tampoco ha sido muy feliz; se 
hizo una ley y la tuvieron que modificar muchas veces. 


Ustedes sabrán mejor que yo que Uruguay en materia comercial -en definitiva, es un problema económico, si 
bien hay aspectos civiles que vale la pena considerar- generalmente ha tenido la tradición de tomar como 
referencia a Argentina, ya sea en el Código de Comercio original, que tenía algo que ver con el Código 
argentino de Vélez Sársfield, como también nuestra Ley de Sociedades -en su momento tuve el gusto de 
asesorar a los Senadores-, que es muy parecida a la ley argentina. Si bien ahora vivimos un pequeño 
problema con las comunicaciones en los puentes, tenemos grandes afinidades. 


Creo que vale la pena considerar esta reforma con detenimiento, si se entiende pertinente, por supuesto; los 
tiempos políticos los marcan ustedes. Técnicamente no es una reforma urgente y quizás pueda concretarse en 
algunos años, y para el próximo Gobierno, donde seguramente -porque la economía así lo ha marcado 
históricamente- habrá algún período de crisis. A su vez, definir crisis también es un problema muy complejo. 


Este proyecto crea un nuevo sistema integral, y me parece que está muy bien. Es un gran proyecto y es 
totalmente compartible en líneas generales, pero obviamente, tiene ciertas carencias que a la hora de su 
aplicación generará problemas. Vale la pena pensarlas y luego, si ustedes están de acuerdo, personalmente 
podría profundizar en detalles técnicos en los que quizás hoy no sea pertinente considerar. Por eso me parece 
más oportuno señalar las grandes líneas y después entrar en los detalles, que pueden ser importantes; sin duda 
luego lo serán. También hay que analizar qué se puede negociar en un proyecto y qué no; esta iniciativa fue 
muy trabajada, y el Ministerio de Economía y Finanzas no la elaboró sin meditarla. Este proyecto fue 
elaborado con mucha meditación, consultando a muchos técnicos. Se recogieron algunas cosas y otras no. 


Una preocupación que me surge de la lectura detenida del proyecto es que deja mucho abierto a la 
reglamentación. Soy contador público, licenciado en administración, he hecho un master en Estados Unidos y 
ahora estoy haciendo un doctorado en España; más allá de eso, he trabajado durante muchos años en esta 
materia y en la materia pericial, que es mi especialidad, y es mi forma de vida, me dedico a eso. La 
reglamentación dependerá de quién la haga. Podemos encontrar gente que sepa mucho del tema o no, por lo 
que creo que es responsabilidad de ustedes como legisladores marcar bien la cancha para que no haya tanta 
libertad para distorsionar lo que es un excelente proyecto. Además, sé por las personas que trabajaron, sobre 
todo los economistas que tuvieron la idea, que este proyecto es más que una reforma concursal, ya que 
pretende mejorar el funcionamiento económico del país y evitar las situaciones de crisis que, como decía al 


principio, se dan naturalmente y no son imputables a nadie sino a las realidades económicas del mundo, sobre 
todo en los sistemas capitalistas en los que vivimos. 


Por otra parte, creo que tenemos un excelente Poder Judicial, con mucha capacitación. Como lo demuestran 
cifras que recientemente se publicaron en la prensa, el Poder Judicial tiene muy bajo nivel de corrupción, 
cosa que es muy importante. En eso estamos bien. Además, los Jueces están especializados porque no solo 
son abogados y técnicos, sino que se especializan a través de cursos en el CEJU. Es decir, no solo alcanza 
con ser abogados, sino que deben estar actualizados, lo que nos da una cantidad de garantías muy importante. 
No obstante, a nivel judicial discrepo -no sé qué habrán opinado otros técnicos que hablaron del tema- con 
centralizar en Montevideo fundamentalmente todas las causas grandes. Desde que yo era estudiante -fui 
alumno del ilustre profesor, a quien respeto mucho, Danilo Astori- siempre se habló de descentralizar. Toda 
mi vida escuché esa palabra. Sin embargo, todo eso que se dice a veces no lo veo traducido a la realidad. De 
alguna forma este proyecto recoge ese centralismo de Montevideo, lo que me parece que no es adecuado. Si 
bien es bueno que haya Jueces especializados en la materia, como los hay en Montevideo, el interior no 
debería estar supeditado a este centralismo. Los comerciantes, profesionales, otra gente involucrada y hasta 
los propios acreedores tendrían que estar trasladándose permanentemente a Montevideo para poder operar. 
Yo no veo necesidad de eso; creo que se podría buscar alguna fórmula que fuera menos categórica. 
Comprendo que las organizaciones empresariales más grandes -quizás aquí tendríamos que entrar a hablar de 
la transparencia y de lo que está detrás de todo esto; las grandes corporaciones empresariales están en 
Montevideo- tengan interés de que todo se centralice en Montevideo, pero no creo que sea el interés del país. 
De todas formas, es un problema político que escapa absolutamente a los aspectos técnicos. Personalmente 
juego en todo el país, así que para mí esto no es problema, pero seguramente lo sea para el comerciante del 
interior. Los grandes concursos están pensados solamente para Montevideo, donde se concentran, además, las 
grandes organizaciones empresariales. Por tanto, habría que ver ese aspecto. 


Encuentro que hay también algunas cosas que en el proyecto deberían ser importantes, como lograr una 
transparencia total de los procedimientos. Ya hablamos de la corrupción y de que el Uruguay, gracias a Dios, 
a nivel del Poder Judicial, está bastante libre de toda esta problemática que es un flagelo grande que padecen 
muchos otros países. Uruguay Transparente, organización en la cual he participado muchas veces, así lo ha 
demostrado. Hemos tenido el gusto de poder hablar de eso, y realmente soy consciente de que nuestros 
Jueces son transparentes. 


Pero se les ha ido quitando progresivamente ciertas libertades, y ahora también. En primer lugar, porque se 
les están generando condicionamientos en cuanto a aspectos técnicos. Debemos recordar que los Jueces son 
abogados, especializados pero abogados, y como tales tienen conocimientos muy importantes en materia 
jurídica. Lamentablemente, en las crisis económicas juegan aspectos económicos, contables, administrativos 
y de otras disciplinas, que de alguna forma llevan a que los Jueces deban respaldarse en técnicos. Me parece 
muy oportuno que el proyecto de ley trate de incorporar técnicos en materia contable, que sería el apoyo de 
los Jueces en la materia, pero también habría que exigirles a ellos no solamente capacitación específica -que 
no está muy determinado-, sino ciertos grados de restricciones, al igual que al Instituto Técnico Forense en la 
parte que le corresponde. No estoy hablando del Instituto como un organismo que tiene muchas 
especialidades de peritaje, sino en el área que nos toca a nosotros como contadores, economistas o 
administradores, en la cual hasta ahora hemos actuado mucho. En el proyecto de ley original se le daba 
muchas más facultades que, gracias a Dios, se le quitó. Pero todavía sigue teniendo una incidencia muy 
grande y creo que eso le puede quitar transparencia al proceso. 


En Uruguay somos pocos los que trabajamos en esta área, y nos conocemos. A los Jueces los limitamos, no 
solamente por nuestras normas superiores sino por otras leyes específicas y normas internas, en cuanto a su 
actuación en alguna otra materia que no sea la judicial. Yo no veo que se les restrinja a estos técnicos esa 
misma actuación. Entonces, habría que pensar un poquito si no valdría la pena que aquel que opte por 
asesorar al Poder Judicial en la materia no debería también tener ciertas restricciones para actuar como 
asesores de los interesados en los procesos concursales. Esto me parece muy importante porque la realidad 
indica muchas veces que esa transparencia se pierde, y se tienen poderes que no son exactamente los 
deseables. No se olviden de que, más allá de que los Jueces son los que tienen la decisión final, es muy difícil 
para un Juez esa tarea. En un libro que hicimos con la doctora Rodríguez Mascardi -por supuesto siempre 
muy cercanos al doctor Rippe, que ha sido para mí una guía como jurista- escribimos que los peritos, en todo 
el sentido de la palabra, quizás a veces somos una especie de Jueces, y eso no es bueno. ¿Por qué? Porque si 
un perito forense -salgo de mi profesión para hablar de otra- le dice a un Juez que el motivo de la muerte es 


tal, al Juez, que no es un especialista, le va a resultar muy difícil tener una opinión distinta. Yo parto de la 
base de que en el caso forense no existe esa incompatibilidad de intereses o transparencia que pudiera ser 
perturbada, pero en materia económica, lamentablemente, uno lo ha vivido y sabe que sí. Ustedes que viven 
en el Uruguay lo conocen y seguramente sepan o puedan averiguar de casos que se han dado. Ese tipo de 
cosas quitan transparencia al proceso y lo enturbian, y a veces obligan a los Jueces a tomar decisiones que no 
son las correctas. Son las grandes líneas del pensamiento. 


Hay ciertas incongruencias o fenómenos jurídicos, económicos y contables. Cuando en el proyecto se habla 
de que una empresa está en insolvencia quiere decir que el activo es menor que el pasivo. Eso sería lo lógico: 
pensar que una empresa no tiene suficientes bienes o derechos para cobrar sus obligaciones. Estamos 
pensando en una situación de empresas en crisis. La definición de crisis es muy compleja. En Uruguay no 
hay estudios de posgrados sobre estos temas. En Argentina sí existen, por ejemplo en la UBA. Yo tengo muy 
buenas relaciones con los profesores de ahí, iba a hacer charlas, así que conozco bien la temática. Hemos 
introducido el tema de prevención de crisis tanto en la Universidad pública como en la privada, en la 
Católica. Este proyecto busca también la prevención de crisis, lo que es muy positivo. Es mejor prevenir que 
curar, y cuesta más barato al país. 


Insolvencia es un criterio que usaban los juristas del siglo XIX. Yo no sé si eso es correcto. Habría que ver el 
criterio de valoración. En oportunidad del tratamiento del proyecto anterior fuimos invitados por la Cámara 
de Diputados para hablar del tema conjuntamente con el profesor Walter Rossi -catedrático de la materia 
Contabilidad Superior en la Facultad pública, de la cual yo era integrante y fui Grado 5 efectivo hasta el año 
2004, cuando renuncié- y él puso un ejemplo que me parece muy válido para repetirlo. Digo esto porque no 
quiero hacer uso de una expresión que no es mía, y la sigo usando hoy en día en las clases que doy. Él daba 
un ejemplo sobre los criterios de valoración. 


Cuando yo era chico, recuerdo que mi abuela me llevaba en tranvía a atenderme al Círculo Católico, 
preocupada porque me faltaba calcio. Ese tranvía andaba por unas vías que todavía se ven por la ciudad de 
Montevideo. Después vinieron los trolebuses y se fue evolucionando, pero las vías quedaron. En ese 
momento, desde el punto de vista contable, económico, las vías formaban parte de lo que nosotros llamamos 
el activo, o sea, los bienes que son parte del valor de la empresa. Las vías tenían un alto valor para la empresa 
en marcha porque eran la fuente necesaria para que los tranvías pudieran funcionar. El día en que los tranvías 
dejaron de funcionar, el valor que tenían esas vías era negativo. Ya no servían a ningún fin, razón por la cual 
hoy en día siguen estando en el pavimento de nuestra ciudad. No es porque no valgan en sí mismas, sino 
porque sacar las vías era más costoso que el precio al que se podían vender. Entonces, algo que tenía un gran 
valor desde el punto de vista contable, reflejado en su estado contable, cuando se produjo una crisis de la 
empresa -una crisis no solo se puede dar por falta de financiamiento sino simplemente por avances 
tecnológicos- esos valores se convirtieron en negativos. 


Es muy relativo; no están contempladas en el proyecto las normas contables porque, naturalmente, los 
abogados no son expertos en eso. De ahí que en nuestro pequeño libro, que es un bosquejo para los 
estudiantes, se manifieste que se necesita un trabajo interdisciplinario. 


(Diálogos) 


Cité ese ejemplo de las vías para que nos demos cuenta hasta qué punto es importante determinar 
bien las cosas, y no dejarlas libradas a una reglamentación, inclusive, realizada por profesionales de 
nuestras ciencias, que tampoco tengo nada contra ellos; al contrario, siento un gran respeto por el 
contador Astori, y también por los profesores Del Campo, Ferro y Roca, pues para mí son figuras 
ilustres que me han ayudado muchísimo en mi desarrollo personal. 


El hecho es que un trabajo interdisciplinario es una necesidad fundamental. 


Cuando se habla de insolvencia me pongo a pensar en lo siguiente. Ustedes dirán que este es un caso de 
laboratorio, pero yo digo que lo he vivido y visto en situaciones reales. Cuando uno comienza un 
emprendimiento económico, lo hace con la esperanza de que le vaya muy bien. Creo que no solo hay que dar 
trabajo a la gente, sino también ganar dinero -de una forma u otra es lo que todos buscamos-, pero con 
responsabilidad social -en esto comparto muy bien la filosofía de nuestro Rector, que es un jesuita que tiene 
un profundo arraigo social-, pues esa es la función de un empresario. También es cierto que no siempre un 


empresario puede hacerlo con capital propio porque, muchas veces, requiere financiamiento. Ustedes saben 
mejor que yo que en Uruguay el 99,70% de las empresas son PYMES -las grandes empresas privadas de 
nuestro país son mínimas- y que muchas veces utilizan recursos externos, provenientes de países 
desarrollados -si Dios quiere algún día llegaremos a serlo; estamos en vías de desarrollo y espero que lo 
logremos-; ellos nos dan créditos para comprar maquinaria y equipos, con plazos muy holgados, con gracias 
en los términos de pago, y todo eso. 


Los señores Diputados me podrán decir, por ejemplo, que tienen una máquina, pero con un pasivo inmenso, 
que es el pago de esa maquinaria a plazos diferidos, a cinco, diez o quince años, dependiendo de la forma de 
financiamiento. Por equis razones yo puedo tener un mayor pasivo -pasivo-obligación- que es lo que hoy 
tengo como valor contable, además de los valores contables, y puedo estar pagando mis cuentas 
perfectamente bien, porque no tengo por qué pagar esas deudas, que son a diez años 


Entonces, ¿se puede decir que estoy en una posición tal que debo caer en una situación concursal, para que 
alguien me intervenga y me genere toda una distorsión? 


En forma fría, esto no lo veo como una generalidad. Es una opinión, pero sé que esas situaciones existen. 


Entonces, considero que no debería ser algo general ni plantearlo como algo automático cuando una persona 
está frente a una situación similar. Para mí no es claro. 


SEÑOR SALSAMENDI.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR HEUER.- Discúlpeme, señor Diputado. Mi idea es brindar las grandes líneas de pensamiento - 
me quedan algunas- para que después los señores Diputados digan: "Esto es posible o esto no es 
posible", para que a partir de ahí, con mucho gusto yo pueda profundizar en algunos temas -lo que 
deseen los señores Diputados- escribiendo en grandes o pequeñas líneas, o en un simple articulado. 


Yo estoy a la orden. Creo que este un proyecto muy importante, sobre todo para el país. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En lo personal comparto lo que implica trasladar a los peritos la función 
jurisdiccional. Eso ocurre en todas las materias. 


En materia penal he estudiado mucho ese tema; el problema es que no le encuentro solución. El contador 
Heuer ha dicho que tenía alguna idea, y me gustaría que antes de continuar avanzado con la temática nos 
dijera cuál es la fórmula que se le ocurrió o por dónde podría ir una fórmula. 


Uno podría decir: recurro exclusivamente a los peritos de parte y en función de lo que cada uno me aporte, el 
Juez podría resolver; si recurro a los peritos de parte pero digo que existe alguien que cumple esa función de 
tercero imparcial también en el peritaje, inevitablemente caigo en el ITF. 


Creo que el problema es claro. Reitero que me gustaría escuchar su opinión. 


Con respecto a las normas contables, creo que usted se refería al artículo 4*, "Presunciones relativas a la 
insolvencia", que establece: "[...] Cuando exista un pasivo superior al activo, determinados de acuerdo con 
normas contables adecuadas. [...]". 


Lo primero que quisiera saber es si usted entiende que tiene que haber alguna referencia a las normas 
internacionales de contabilidad. En segundo término, debo decir que entendí el problema, pero no me queda 
completamente claro si es posible definirlo con una forma general o si, inevitablemente, hay que ir a la 
casuística y recién ahí determinar cuándo estamos frente a una empresa con problemas y cuándo no. Aquí se 
haría complejo en términos de formulación legal, sobre todo -como dice el contador- en un sistema que 
pretende basarse en la prevención. 


Me interesaría profundizar en estos dos aspectos. 


SEÑOR HEUER.- Agradezco las preguntas del señor Diputado; me parecen oportunas. Compruebo 
que he sabido explicar bien, porque el señor Diputado entendió perfectamente bien qué quise decir. 


Lamentablemente, los sistemas jurídicos -al igual que todos los sistemas- funcionan con seres humanos, y 
todos -no me excluyo- tenemos nuestras virtudes y grandes carencias. El factor humano es fundamental, y me 
parece que el señor Diputado apunta a lo que apuntaba yo. 


El señor Diputado formuló varias preguntas, alguna de ellas difícil, pues me pide ahora una solución de algo 
que no es fácil. Lo que el señor Diputado pide es lo que me gustaría tener -creo que es lo que todos 
aspiramos-; me alegra mucho que los señores Diputados lo encaren de esta manera. Es muy importante. 


Entiendo que un perito de parte -así lo defino en las clases y en el libro- es aquel que asesora al Juez, a pesar 
de que algunos integrantes del ITF me han criticado porque en algunos Foros, con el Poder Judicial, he dicho 
esto. Ellos lo llaman asesor de parte. 


(Diálogos) 


Perito es aquel técnico o científico, que tenga un arte, una especialidad que pueda opinar sobre 
determinado tema, con cierto grado de expertes e idoneidad. Por lo tanto, comparto esa opinión. 
Entonces, en sentido jurídico estricto, lo dejamos para aquellos que quieran hacerlo. En términos 
generales, peritos somos todos. 


A mí alguna vez me ha tocado ser perito de parte, pero mínimamente; me sentí inhibido de actuar como tal 
por trabajar en el Poder Judicial. Me parece que no corresponde. 


Eso es lo que ha originado la famosa Ley _N”* 17.258 -si no recuerdo mal-, que para mí es una norma 
derogable; en su momento, en un panel, esto lo hemos debatido con los señores Diputados Orrico y Barrera - 
si no recuerdo mal, fue el autor de un artículo, que fue tremendo. 


El perito de parte tiene un problema y es que actúa en un conflicto a pedido de alguna de las partes; se trata 
de un conflicto que no se pudo solucionar por otra vía que no sea la del Poder Judicial. Todos sabemos que 
actualmente en los contratos internacionales nos están imponiendo -sobre todo los países del norte- fórmulas 
alternativas, es decir, las famosas RACS, Resoluciones Alternativas de Conflictos. 


Estas RACS son estudiadas por muy pocas Universidades; en esto rompo una lanza por la Universidad 
Católica pues tenemos una materia sobre este tema, que me toca en suerte dictarla. 


En mi opinión, el perito de parte va a buscar dentro de todas las bibliotecas técnicas -así como las hay en casi 
todas las disciplinas, también las hay en materia contable- aquellas escuelas o teorías que le den mejor 
posición a su cliente sin violentar la parte técnica. De ahí que los propios Jueces la valoren de una forma muy 
diferente a lo que es el peritaje propiamente dicho. El peritaje propiamente dicho es el determinado por el 
Juez a una persona de su confianza, con el control de las partes y del Juez. Más allá de que no dudo de la 
independencia del perito de parte, creo que si yo hiciera un peritaje de parte y dijera algo que fuera en contra 
de aquel que me pidió el dictamen, difícilmente lo presentara en un Juzgado. Es así; difícilmente presentaría 
pruebas en contrario. Á no ser que el dictamen que me soliciten me facilite en algo la tarea, ni siquiera lo 
presento como medida de prueba; recién lo presento si viene de una manera tal que no me perjudica 
demasiado. Esa es mi experiencia personal de muchos años de trabajo. Yo trato de evitarlo por eso mismo, 
porque me resulta difícil. Sin embargo, conozco peritos que han dicho cosas diferentes a las que han escrito. 
Ha pasado; la casuística es muy grande. Lo que yo planteo es que tenemos que mejorar el nivel del perito que 
asesora al Poder Judicial. 


Con respecto al IT'F, que es una de las alternativas posibles, quiero decir que si bien tengo gran respeto por la 
entidad y por sus técnicos, en lo que respecta a mi profesión creo que por una razón de lógica no son las 
personas más idóneas, por lo menos en el tema que nos ocupa hoy. Si lo fueran, no estarían trabajando por 
una remuneración que no es mala pero no es demasiado importante. Sí podría haber algo de aquello que yo 
decía hoy, de la posibilidad de que con eso logren otro tipo de cosas. Por eso creo que en pos de la 
transparencia se debería restringir ciertas áreas de actuación de esos peritos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Al estilo de la DGL. 


SEÑOR HEUER.- El señor Diputado Salsamendi se me adelantó. Estamos en la misma línea: al estilo 
de la DGI. Cuando yo trabajaba en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como contador 
tampoco podía asesorar a mis clientes en el Ministerio. Es obvio. La Ley _N” 17.258 establece que 
solamente los técnicos del ITF pueden actuar como peritos; no así los demás profesionales del Poder 
Judicial. Fíjense lo grave de esto. No sé qué diferencia hay entre un colega que sé que ha dejado casos, 
que es tesorero del Poder Judicial, y otro colega que es funcionario del IT'F. Es tan colega y tan capaz 
uno como otro. Sin embargo, el tesorero del Poder Judicial está impedido de actuar como perito 
mientras que el colega que trabaja en el [TF sí puede hacerlo. Eso me parece muy incorrecto. 


Inclusive, el Poder Judicial en su momento lo prohibió porque entendía que no correspondía, pero la ley 
salió. Se trata de dos artículos; el bis fue el que complicó más porque restringió la libertad de trabajo de los 
peritos. El señor Diputado Orrico lo entendía así y el señor Diputado Barrera reconoció, en el Banco 
Hipotecario donde hicimos la reunión, que habría que estudiarlo. 


La última modificación estableció que los llamados fueran a partir de febrero y marzo; antes se hacían en 
setiembre y octubre. A su vez, antes se hacían por un año y ahora se hacen por dos años. De todas formas, 
esta ley obliga a los Jueces a hacer un sorteo entre una lista muy grande de peritos, que además están 
calificados -lo digo a conciencia porque trabajé en la primera comisión evaluadora y realmente había de 
todo-, y de ahí sale una de las ternas. Con esto el Juez ha perdido libertad. No sé con qué intención se hizo 
esto, pero parece que hubiera una desconfianza en el Juez. Creo que es un error porque nuestros Jueces han 
sido siempre muy prudentes y han tratado de ir variando los peritos. Ellos tienen el prurito de no nombrar 
siempre a la misma persona. Pero hoy se ven obligados, lo que es algo perfectible. 


La ley lo prevé, lo establece para el futuro, y hay propuestas en todas las Universidades; yo he trabajado en la 
pública y en la Universidad Católica, aunque en ninguna de las dos salió. En la pública ya no estoy más, así 
que si saliera tampoco sería mío, aunque el proyecto sí. Lo presenté también en la Católica y tampoco se 
aprobó. ¿Por qué? Porque no había ningún interés específico. Ahora la ley prevé -lo que me parece muy bien- 
que se dé prioridad a los profesionales con estudios de postgrado en la materia. Hasta tanto no se les dé, que 
actúen, ahí sí, y empiezan por poner abogados, después contadores y luego licenciados en administración. En 
esto me parece que no habría que ser exhaustivo porque muchas veces se precisan otros especialistas. 


Creo que está bien que se obligue a los profesionales a que se especialicen, pero quizás además haya que 
tener muchos más controles. Hay otros regímenes jurídicos en países de América del Sur y del Conosur que 
lo establecen. Los técnicos del ITF, más allá del respeto que me merecen, tampoco pueden abarcar, con la 
cantidad de contadores que son, todas las situaciones que hay, y mucho menos ser especialistas en todas las 
materias. Así que difícilmente puedan tener todo. Hay que buscar un sistema mixto que refleje las dos cosas. 


De hecho, me consta que los Jueces cuando tienen casos importantes no los derivan al ITF sino que se los 
asignan a peritos independientes que ellos consideran por su capacidad. Lamentablemente, hoy en día no lo 
pueden hacer de manera abierta con gente que les merece confianza, cosa que considero que no es correcta. 
En este proyecto no se plantea el sorteo porque esos peritos son aparte, pero sí se restringe mucho la cantidad 
de peritos que son habilitados para actuar. 


En cuanto a las normas contables, me parece bien que se haga esa referencia; no hay otra forma. Fue el error 
que se cometió en el Gobierno anterior cuando se estableció que las normas contables legales obligatorias de 
nuestro país eran las que estaban publicadas en la página de la Auditoría Interna de la Nación, cuando ya en 
aquel entonces estaban desactualizadas. Por suerte hoy en día eso ya se ha modificado; este Gobierno ha 
tenido la precaución de hacerlo más flexible, ya que las normas contables varían permanentemente. Está muy 
bien que se haya hablado en términos de normas contables. El proyecto no está restringido a una 
reglamentación hecha por empleados públicos. Quiero aclarar que no tengo nada contra ellos; simplemente 
creo que también merecen alguna reforma como ustedes lo plantean muy sabiamente. Yo trabajé durante años 
tratando de hacer lo mejor, pero al final me fui porque no podía hacer lo que yo entendía que debería hacerse; 
preferí dar un paso al costado y aclaro que me fui sin incentivo. 


De todas formas, las normas contables tienen que existir y se actualizan permanentemente. Primero vienen en 
inglés -porque el idioma español ha perdido hegemonía en el mundo-, luego son traducidas al español, no 
siempre de forma textual sino más bien con cierta libertad, en Méjico o en España, y luego se publican acá. 
Esas normas son permanentemente cambiadas por los profesionales de todo el mundo. El problema -ese gran 


lío que tenemos los que trabajamos en este tema y estamos en la contabilidad- es que las normas contables 
adecuadas, que son las NIX, que ustedes conocen, están orientadas en el 99,99% a empresas en marcha. ¿Qué 
quiere decir esto? Empresas que están funcionando normalmente y que van a seguir funcionando de esa 
forma. Las normas contables no siempre son compatibles con empresas en crisis. 


Las nuevas normas NIF, que incorporan a las NIX como propias -ahora tienen otro nombre técnico porque 
cambió la entidad emisora; hay problemas de corporación y de organización en todo el mundo; no es un 
problema de un país en particular-, tratan empresas en marcha, empresas florecientes. Toda nuestra formación 
de contadores -desde la mía que fue hace muchos años hasta la actual- está pensada para empresas que les va 
bien. Lamentablemente -y es lo que nos toca decir a los alumnos en el último año de la carrera, tanto en la 
pública, como en la Universidad Católica y en la Universidad de Montevideo-, en la vida no todo es perfecto 
ni se da como uno lo prevé, y a veces no por culpa de las empresas sino de la coyuntura económica y de los 
propios Gobiernos. Entonces, las empresas se ven comprometidas, se pierden fuentes de trabajo y unidades 
productivas por razones ajenas al empresario. No estoy defendiendo al empresario uruguayo, quien considero 
es mejorable, pero tampoco podemos decir que todo es culpa de él. Recuerden lo que pasó con la crisis 
bancaria en el Gobierno anterior. Si usted tenía, como aconsejábamos los contadores, depósitos a plazo fijo 
en un banco y se los congelaron, no se los dejaron retirar, es obvio que tuvo un problema serio. Esa crisis de 
la empresa es una crisis derivada de problemas que no son de los empresarios. No debemos echar la culpa a 
ellos, si bien los empresarios tuvieron cierta responsabilidad por no haber previsto cosas que muchos 
contadores previmos que podían pasar. Hacer futurismo es difícil. 


Entonces, en esta materia diría que las normas contables adecuadas son buenas para empresas en marcha. 
Tenemos que generar algún sistema a nivel nacional -si a nivel internacional no se genera, tenemos que 
hacerlo por lo menos a nivel nacional- que determine cuál va a ser el criterio. Si bien hay criterios, a nivel 
contable todos tenemos lo que se denomina valores de liquidación, con los cuales se hace difícil. Pensemos 
que una empresa que entra en concurso tiene que hacer un balance o un estado contable especial porque se 
cierra a una fecha diferente a la que prevé el contrato, el estatuto o la norma en caso de empresa unipersonal. 
Ahí se hace un cierre y una apertura. Se empieza nuevamente porque hay que presentar al Juzgado todo lo 
que dice la ley y eso implica un balance especial. Ese balance especial se hace, en principio, salvo que la 
empresa entre en un proceso liquidatorio, lo que sería las falencias conocidas en español; si bien la usan los 
brasileños -la ley de falencias viene de Brasil- también se usa en español. Hoy tenemos el concurso civil para 
el civil, la liquidación judicial para la sociedad anónima y la quiebra para el comerciante individual o 
sociedades personales. Obviamente, este nuevo sistema, de manera muy prudente, unifica todo en el mismo 
proceso. Es lógico, porque es una maraña impresionante que hace difícil el seguimiento por parte de los 
actores y resulta complejo, inclusive, para muchos Jueces que no están especializados. Evidentemente, esto 
está bien, es una buena medida. 


Sin embargo, creo que a las normas contables habría que agregarles otras. Lo que pasa es que no es un 
problema de nuestro país, sino un problema internacional. Tenemos gente muy capaz dentro de la Comisión 
Permanente de Normas Contables a la que habría que pedirle que instrumente normas específicas para las 
empresas que están en crisis, porque no es lo mismo. 


Es cierto que hay algunas menciones. Por ejemplo, el Decreto 103 lo establece. No sé si ustedes lo manejan 
porque es un término técnico. La forma de exposición maneja algunas notas específicas, lo que nosotros 
llamamos el marco conceptual, que es la base teórica que luego da lugar a las normas contables, donde se 
establecen también criterios de liquidación, y son criterios muy generales. Es lo que les decía: es el valor neto 
de realización de un producto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Estamos hablando del Decreto reglamentario de la Ley N* 16.060. 
SEÑOR HEUER.- Correcto, señor Diputado, del artículo 115 al artículo 90. 


Veo que comprende toda esta parte contable porque es correctísimo lo que dijo. 


Creo que esa Comisión, perfectamente bien, al menos a nivel del Uruguay -más allá de que a nivel 
internacional existe alguna norma mínima- tendría que proveer alguna norma de este tipo. Nosotros, como 
contadores, a veces nos vemos obligados -y lo hacemos de hecho- a generar nuestra propia doctrina sobre 


cómo valorar estas cosas. Lo hacemos, pero ello implica trabajar sobre doctrinas, no sobre normas. En eso 
hemos hecho alguna punta a nivel de nuestra asignatura, porque nos obligan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que discutir otro proyecto que se va a aprobar hoy antes de la 
finalización de esta sesión. Por lo tanto, luego de contestar la última pregunta, el contador Heuer podrá 
realizar sus consideraciones finales. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Lateralmente, usted planteó que ha sido cuestionado el hecho de mantener 
separados los procesos para comerciantes individuales en función de lo que existiría en el Código 
General de Proceso, de los demás procesos señalados aquí. Mi consulta es si usted, desde el punto de 
vista de su profesión, tiene alguna opinión particular sobre el tema. Obviamente, en esta Comisión se 
han defendido las dos tesis. No sé si ello le merece algún comentario o reflexión. 


SEÑOR HEUER.- Agradezco nuevamente su oportuna pregunta que me da pie para manifestar algo 
más pero, realmente, no entendí la disyuntiva porque el proyecto de ley, hasta donde entendí, unifica 
todo. 


Actualmente, en la legislación vigente está totalmente separado. Una cosa es la normativa del CGP, el Código 
General del Proceso, que es algo nuevo. Me olvidé de decirlo, estuve errado y solicito que en la versión 
taquigráfica se rectifique lo primero que dije ya que me olvidé porque todos cometemos el mismo error, nos 
basamos solamente en las empresas. En realidad, usted tiene razón: el CGP trata del concurso civil, que es 
una norma específica para los civiles. Eso se llevó por separado de lo que es la falencia de liquidación 
judicial que está en la ley de sociedades anónimas que hoy se aplica por la responsabilidad -sobre todo, 
recordarán el caso de ciertos banqueros que están haciendo responsables por eso- y la quiebra, que es el viejo 
sistema del Código de Comercio que es vetusto. Es un régimen muy complejo que vale la pena mejorar. Todo 
esto está mejorado en el proyecto y considero que es muy oportuno. A grandes rasgos, coincido con el 
proyecto. Creo que es una buena cosa, un excelente punto partida. Si me pregunta si me quedo con lo que 
tengo o con lo que me proponen, les diré que me quedo con lo que me proponen. Lamentablemente, no hay 
nada óptimo. Simplemente, si tenemos tiempo, vamos a tratar de mejorarlo. Si ustedes no tienen tiempo, 
bueno, son ustedes los que marcan los tiempos políticos. Creo que, técnicamente, disponemos de tiempo 
porque el país, gracias a Dios, no requiere con urgencia de una ley. Sin duda, si podemos, sería bueno tener 
esto para este Gobierno pero con tiempo. 


Creo que no hay una oposición. El CGP establecía algo -que está así y seguiría, de alguna forma, considerado 
aquí- que en su momento fue pensado para las personas físicas individuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por deuda de consumo. 


SEÑOR HEUER.- Seguro. Eso, en el proyecto anterior, alarmó a más de uno porque preguntamos qué 
pasaba con un deudor del Banco Hipotecario que presentaba concurso. Se quedaron como diciendo 
"¡Y qué pasa!" Pasa que no paga. Puede pasar. Ese problema sigue estando vigente. Hay que ver. Lo 
tiro como una cosa menor, pero puede pasar. Ya se había subsanado porque había mucha gente muy 
inteligente. Como en todos los países del mundo, los uruguayos también tenemos nuestra pequeña 
inteligencia. Había mucha gente que antes de casarse compraba todos los electrodomésticos a crédito y 
después se presentaba a concurso o no pagaba y como eso era inembargable -era inembargable- se 
quedaban con los bienes, porque no le podían sacar el televisor, la cocina ni la heladera. 
Posteriormente, los legisladores aprobaron una ley que establece que se excluyen esos bienes con 
respecto a aquel que fue el vendedor, es decir el acreedor, por la compra venta de esto. Es lógico, 
porque de lo contrario, la gente inteligente hacía este tipo de operaciones. 


Este proyecto tiene la ventaja de que sigue dejando separado a ese deudor civil individual -con algunas 
salvedades que podemos generar y que acabo de mencionar; eso daría para empezar a hablar en detalle, que 
no vale la pena- y sí engloba al resto. Ahí sí me parece importante su pregunta porque es algo que yo quería 
mencionar porque me parece fundamental. En Uruguay, al contrario de otros países de la región y del 
MERCOSUR, tenemos una distinción muy grande -ustedes, los abogados, lo saben mejor que yo- entre la 
materia civil y la materia comercial. A veces les pregunto a mis alumnos si la actividad de un establecimiento 
agropecuario es comercial o civil. Me dicen que es comerciante porque hace actos de comercio. Entonces, ¿lo 


vamos a mandar a la quiebra o a la liquidación judicial? Me contestan que sí. Sin embargo, no es así. Son 
civiles, salvo que adopten la forma comercial en cuanto a la ley de sociedades N* 16.060. En ese caso sí, por 
la forma jurídica que adoptan, pasan a ser comerciantes. De lo contrario, son civiles. Por lo tanto, van al 
régimen del CGP, a concurso civil. Esa es una cuestión didáctica porque los alumnos no comprenden, y 
ustedes seguramente sí lo conocen muy bien. Fíjense en el endeudamiento de nuestro país. Ustedes lo 
conocen mejor. Yo no soy economista, así que tengo mis grandes carencias, reconozco mis limitaciones en 
esa materia. Ustedes saben lo que significa el endeudamiento de las instituciones de salud en nuestro país. 
Son instituciones civiles. Conocerán un caso muy notorio. No quiero mencionar a ninguna, pero he trabajado 
en varias de ellas y estoy trabajando en una, lamentablemente; creo que la vamos a sacar a flote con ayuda 
del Gobierno pero la burocracia a veces tiene sus cosas. También está todo el tema de la construcción; allí los 
grandes empresarios trabajan como sociedades anónimas, y por lo tanto escapan a esto, pero si no, sería de la 
órbita civil. El agro es todo civil. La educación, que es un "temón", también es civil. Todos los clubes 
deportivos son civiles. Todos estas entidades necesitan llevar contabilidad. Si se los mete dentro de la bolsa 
de los comerciantes para que alguien los controle seria y transparentemente, exíjanles que tengan cierto nivel 
de control interno, de organización y de información contable. De otra manera, estamos hablando de castillos 
de naipes. Podemos escribir lo que queramos pero al aplicarlo ahí si, lamentablemente, creo que los 
contadores deberíamos tener la voz cantante y no vamos a tener elementos para poder juzgar nada. Si no lo 
hacemos bien, esto no va a funcionar. Si como profesional o como entidad me voy a inscribir en el Registro 
Nacional de Comercio, me van a decir que no. Tendríamos que incluir de alguna manera a estas entidades. 


Por ejemplo, Salud Pública exige a las entidades mutuales que lleven y presenten determinado tipo de estados 
contables. Aún así me consta, porque conozco muy bien el tema de la salud, que lo que presentan es muy 
relativo y no siempre refleja la realidad. 


Me parece importante que haya instituciones que puedan ser síndicos o interventores y que promueva el 
concurso, pero ello debe quedar restringido a organizaciones empresariales. Les pido por favor que esto lo 
tomen muy en cuenta porque si no se hace de otra manera, le va a quitar transparencia al proceso. Yo no 
quiero dar ningún nombre pero ustedes conocen la realidad del país y pueden suponer a qué me refiero. Si 
ustedes dicen "entidades de empresarios", ¿de qué Cámaras se está hablando? ¿De quién se está hablando? 
En definitiva, todas están englobadas en una. Entonces, ¿le estamos dando un monopolio a alguien? ¿Por qué 
no podrían ser otras entidades o asociaciones civiles que tengan intereses legítimos, más válidos quizás que 
estas entidades empresariales. ¿Por qué no se podría hacer a nivel de la salud otro tipo de organizaciones? 
Tampoco descarto la actividad sindical. ¿Por qué? Si se tratara de un tema sindical, ¿por qué no podrían ser 
los sindicatos? ¿Por qué se restringe todo a los empresarios que, por otra parte, son todos de Montevideo, 
porque no van a ser del interior? Las realidades son diferentes; si se busca eso, bárbaro, pero debo advertir 
que es un gran error. Creo que habría que abrir, sobre todo porque otra cosa que está mal en la legislación 
actual, que no sé si se mejora y se transparenta con este proyecto, es que cuando se generó la nueva Ley _N* 
17.292 se agregó en el artículo 14 -se pensaba que sería un artículo único; por suerte no lo fue- que seguirían 
siendo los acreedores que intervinieran los síndicos y los interventores de las empresas en caso de sociedades 
anónimas, que son las más grandes del país. ¿Ustedes creen objetivamente que un acreedor de otro 
comerciante es la persona idónea, transparente, menos interesada para actuar opinando sobre un eventual 
competidor, o será un técnico independiente que no tenga ningún interés en el tema? Personalmente he dicho 
-está grabado- y he escrito -no lo digo por primera vez acá- que no creo que los acreedores sean lo 
suficientemente transparentes como para opinar sobre otros acreedores. Que tengan control, sí; la Comisión 
de Acreedores me parece fantástica, pero de ahí a que ellos digan que la empresa tal merece seguir en 
concordato -o en la figura que quiera llamársele- o ir a liquidación, cuando ellos podrían tener intereses 
encontrados, no me parece apropiado. Creo que es mucho más sano que se encarguen técnicos independientes 
que no tengan nada que ver. Esos técnicos independientes no los restringiría solo a contadores, abogados -los 
nombro en el orden que creo deberían tener; perdónenme los abogados- o licenciados en administración, sino 
también, para el campo, ingenieros agrónomos, para la medicina o la salud, médicos. No podemos pretender 
que los peritos que actúen se hagan cargo de los honorarios de los médicos, de los ingenieros agrónomos ni 
de cualquiera, porque ese debería ser un costo del proceso. Honestamente, si me dan para atender un campo, 
lo único que sé es que las vacas necesitan que las ordeñen a las 3 de la mañana -lo he vivido- y nada más. 
Entonces, si no actúo con un ingeniero agrónomo no podré hacer las cosas bien en un campo, por más técnico 
que sea en materia concursal, porque no conozco lo otro. 


Espero haber aportado algo. Fueron grandes ideas. Estoy a la orden. Si se quiere que haga algo concreto que 
sirva a la Comisión, con mucho gusto estoy a las órdenes. Me dedico a la docencia y a esto, y para mí es un 


gusto ayudarlos modestamente en lo que pueda. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Se ha observado la oportunidad de la calificación del concurso. Me 
gustaría conocer su opinión al respecto. 


Asimismo, me gustaría que comentara puntualmente el artículo 24, que refiere a las sanciones de los 
administradores y demás. 


SEÑOR HEUER.- Agradezco que el señor Diputado haya formulado esta pregunta, porque es muy 
procedente y me permite hablar de otra cosa. 


Antes de contestar, quiero decir que valió la pena profundizar en lo que son los famosos privilegios, que sale 
de privilegios especiales y de otros privilegios, porque eso está regido por el Código Civil y el Código del 
Comercio, si se entiende del caso. Como decía bien otro Diputado, la concursabilidad está en el Código Civil 
y el comerciante en el Código de Comercio. Esto fue modificado por muchas leyes, y acá en la declaración 
de créditos no se especifica bien la cantidad de créditos que están, lo que da lugar a discusiones jurídicas y 
permanentemente hay incidentes en los concursos y los tratamos de abreviar. 


Por otra parte, está bien que se califique, pero el problema es quién califica qué. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Yo preguntaba sobre el momento, si está bien que sea al final o si tendría 
que ser al principio. 


SEÑOR HEUER.- Entiendo que calificar sin haber analizado todo es difícil, es muy apresurado. Se 
podría anticipar una opinión, ya que hay cosas que se pueden saber rápido, pero si las cosas fueran 
más o menos seriamente hechas, yo por lo menos tendría que analizar muy detenidamente, y por eso 
hablé de la importancia de considerar los civiles. Si no tengo información fidedigna, es difícil que 
pueda calificar. A priori no la veo, salvo que la cosa sea muy desastrosa, como he visto. Hay casos en los 
que no cabe duda, porque se ha presentado algo armado. Además, en este caso, debería estar 
comprometida la responsabilidad del contador, porque debería ser contador. Hay una ley que establece 
-la N” 5.566, de 1904, que espero no la deroguen- que los estados contables deben estar intervenidos por 
contadores públicos, y exigir responsabilidad al contador público que firma esos estados contables. 
Corresponde aclarar que los contadores públicos ya no firmamos más, sino que hacemos informes. No 
obstante, la ley habla de firmar. Es importante que el contador que actúe lo haga con responsabilidad. 
He visto cada cosa; no voy a hablar mal de ningún colega, pero hay colegas que realmente venden la 
firma, y eso no se debería permitir y tendría que penalizarse. 


Además, si partimos de la base que también habrá secretarios contables, que intervendrá el ITF -con todas las 
salvedades que hice-, el perito -que es un hombre que realmente entra en la cocina, porque el otro 
simplemente ve la lista de precios; quien come la comida y ve la realidad es el perito-, yo preferiría ver bien 
la comida y después opinar. 


Por otra parte, respecto del artículo 24, habría que esperar cómo se reglamenta. Lo que pregunta el señor 
Diputado Zás Fernández es muy importante y sagaz. Esto requerirá reglamentación, y todo dependerá de 
cómo se reglamente. Se podría tomar alguna medida cautelar; eso ya de por sí está previsto en el CGP, y este 
proyecto no lo deroga. Las medidas cautelares en materia concursal siempre se han tomado hasta hoy; 
cuando hay peligro de lesión, están. Lo mismo sucede en el caso de la Impositiva, que toma medidas 
cautelares con los directores y administradores. Es decir, la norma ya existe. 


Además, se establece en el caso de que el activo no sea suficiente para cubrir el pasivo. A priori, ¿eso 
también se sabe? Estamos entrando en lo que hablábamos sobre el principio de valoración. 


El artículo también habla de liquidadores. ¡Ojo! Hay liquidadores que son judiciales, entonces, ¿se embargará 
al perito judicial? Yo he sido muchas veces administrador judicial, y termino liquidando la empresa. Nuestro 
gran problema como peritos judiciales -fue lo que hablé con el otro colega antes en otra materia- es que, 
como representantes del Juez, debemos cumplir todas las leyes, obligar que se ponga a la gente, como 
corresponde, en las planillas de trabajo, pagando lo que corresponde por horas extra, a Impositiva, etcétera. 


Esto muchas veces nos lleva a que seamos responsables de mala administración, porque en el caso de un 
negocio que antes era próspero desde el punto de vista contable -claro, no pagaba el IVA, los aportes y por 
eso la ganancia era mayor-, cuando uno interviene el negocio debe pagar todo, por lo que las ganancias 
menguan. En ese caso, ¿uno es mal administrador o simplemente cumple con la ley? 


La pregunta es muy oportuna y esto merece ser analizado muy detenidamente. Lo del activo más pasivo, 
¿quién lo interpreta? 


La pregunta fue muy inteligente; lo felicito, porque indica que el Diputado está leyendo en detalle, que es 
fundamental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del contador profesor Heuer, cuyos aportes han 
sido muy ilustrativos. Ya hemos dado una discusión general del proyecto, que lleva más de un año en la 
Comisión, y se han hecho consultas en este tiempo 


Sugerimos al contador, si lo considera pertinente, que nos acerque, en un plazo breve porque la semana que 
viene empezaríamos a votar el proyecto, algunos comentarios escritos para repartirlos entre los miembros de 
la Comisión y si considera necesario y pertinente alguna modificación respecto de algún artículo, porque en 
definitiva legislar termina siendo concretar en un texto determinado. 


Si fuera necesario lo llamaríamos nuevamente, antes de enviar el proyecto al plenario para que se apruebe. 
SEÑOR HEUER.- Agradezco la invitación. 


Espero no haberlos aburrido ni haber sido demasiado pasional. Este tema me apasiona y, además, creo que se 
ha hecho muy mal uso. 


Por otra parte, haría todo lo que ustedes me pidan, pero podría parecer -más allá de que pueda redactar 
algunos artículos; como los tengo- como algo interesado de mi parte. Uno nunca sabe qué puede pasar en este 
ambiente en el que somos tan pocos. Yo hablo del ITF y alguien podría tomarlo como que lo estoy atacando. 
Por supuesto, todo lo correspondiente a la parte de concurso civil sí lo redactaría, porque si este proyecto se 
aprueba sin resolver ese aspecto, no funcionará bien la calificación ni nada. En cambio, con respecto a otros 
aspectos, como si los empresarios deberían ser los únicos, la gente que está en el ambiente sabe de quién 
estoy hablando. 


Si la Comisión me lo pide sí, pero yo no puedo tomar la iniciativa y redactar algo en lo que lo de los 
empresarios debería ser más amplio, incluir otras cosas, etcétera. 


Les pido comprensión, porque este mundo es muy chico. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado muy claro lo que el profesor Heuer acaba de explicar. 


Agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala el profesor contador Heuer) 


Si no hay inconvenientes, propongo modificar el orden del día y considerar el siguiente asunto: 
"Sociedades Comerciales (Modificación del artículo 308 de la Ley_N” 16.060, en la redacción dada por 
el artículo único de la Ley N” 18.034, referente al ejercicio de los derechos inherentes a la calidad de 
socio)" 


Este proyecto ha sido votado por unanimidad en el Senado de la República y refiere a una modificación a la 
Ley N? 18.034 que, a su vez, modificó la redacción del artículo 308 de la Ley_N* 16.060, relativo a los 
derechos inherentes a la calidad de socio. 


En el proyecto que dio origen a la Ley N* 18.034 se estableció que quedaba resuelto de pleno derecho todo 
acuerdo privado celebrado con anterioridad a la ley que se opusiera a ella. Por lo tanto, lo que propone esta 
iniciativa que estamos considerando es eliminar la aplicación retroactiva de dicha ley para no lesionar 
derechos preconstituidos que pueden ser fuente de demanda contra el propio Estado por responsabilidad 
legislativa. 


A su vez, no existían ni existen razones de interés general que fundamenten o legitimen las modificaciones 
que afectaron situaciones jurídicas preexistentes. No se invocaron razones de interés general en la exposición 
de motivos del Poder Ejecutivo ni cuando se aprobó la ley en el Poder Legislativo. 


Por lo tanto, la norma lesiona derechos adquiridos en virtud de pactos celebrados legítimamente con 
anterioridad, por lo que se ha considerado necesario aprobar este proyecto de ley a efectos de subsanar esta 
situación para no dar efecto retroactivo a la redacción aprobada en la Ley_N* 18.034. 


Este es el fundamento por el cual se aprobó esta iniciativa en el Senado. Entendemos que es de estricta 
justicia hacer esta modificación. 


Además, este proyecto tiene la misma redacción que la Ley N* 18.034, pero con una modificación: "(...) Todo 
acuerdo celebrado a partir de la vigencia de esta ley, en lo que el mismo se oponga a lo dispuesto 
precedentemente (...)". 

Esta es una modificación de la retroactividad votada en la ley anterior. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
SEÑOR SALSAMENDI.- Propongo al señor Diputado Cánepa como miembro informante. 
SEÑOR BERNINI.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Carpeta N* 1205 de 2006 


Carpeta N* 1907 de 2007 


T ínaa dal nia da namrma A 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


